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1. PLANTEAMIENTO DE LA CUESTIÓN 
El pasado 24 de marzo de 2007 entraba en vigor -conforme a su 
Disposición Adicional octava- uno de los textos legales que mayor 
notoriedad y polémica ha suscitado en los últimos años en nuestro 
país: la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad 
efectiva de hombres y mujeres, más conocida en la denominación 
resumida de "Ley de Igualdad" (en adelante, la Ley). Como su Ex-
posición de Motivos declara, esta Ley tiene su razón de ser en la 
incorporación al ordenamiento español de dos Directivas en mate-
ria de igualdad de trato: la Directiva 2002/73/CE, de reforma de la 
Directiva 76/207/CEE, relativa a la aplicación del principio de 
igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al 
acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesionales, y 
a las condiciones de trabajo; y la Directiva 2004/113/CE, sobre 
aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mu-
jeres en el acceso a bienes y servicios y su suministro. 
Sin embargo, el legislador español, ante la necesaria imple-
mentación de estas Directivas en el ámbito nacional, decidió lle-
var a cabo un proyecto legislativo en materia de igualdad de sexo 
mucho más general y extenso de lo que aquellas imponían. El 
propio legislador reconoce que la Ley nace con la vocación de 
convertirse en el código de la igualdad entre hombres y mujeres. 
Este ambicioso proyecto, que ha dado lugar a una normativa bas-
tante minuciosa -en muchos aspectos excesiva-, es el que nos 
proponemos analizar en las páginas siguientes, prestando especial 
atención a la tipificación expresa de la prohibición de discrimina-
ción por razón de sexo en el ámbito civil, puesto que entendemos 
que constituye una de las novedades más destacables de la Ley. 
Quisiéramos señalar, antes de entrar en el análisis de la Ley, 
que, como suele suceder con todas las normativas que afectan a 
principios y derechos fundamentales, esta Ley ha generado una 
notable controversia en la opinión pública desde sus primeros 
anuncios a comienzos del año 2006, como se constata por su im-
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pacto en los medios de comunicación. La Ley, desde luego, no ha 
dejado indiferente a nadie, y cuenta con fervientes admiradores al 
igual que con acérrimos detractores. Es claro que nadie duda de 
la necesidad de progresar en políticas efectivas de igualdad, tam-
bién en la igualdad entre hombres y mujeres, y de luchar contra 
aquellas situaciones que impidan que esta igualdad sea real. Lo 
que fundamentalmente se critican son los medios para llevar esta 
labor a cabo, y especialmente alguna de las medidas excesiva-
mente "proteccionistas" adoptadas por la Ley. Adelantando ya 
nuestra posición, y sin perjuicio de una fundamentación ulterior 
al hilo del análisis de las concretas medidas, señalaremos en tér-
minos generales que el defecto básico de esta Leyes su espíritu 
excesivamente proteccionista. Ello ha dadq lugar a una normati-
va prolija, que en muchas ocasiones va más allá de lo deseable e 
incluso de lo comprensible, y se traduce en medidas sorprenden-
tes, dudosas tanto en lo que se refiere a su constitucionalidad 
como a su eficacia para los fines perseguidos. 
2. EL FUNDAMENTO DE LA LEY ORGÁNICA 3/2007: EL PRINCIPIO DE 
IGUALDAD 
Como acabamos de señalar, la Ley nace con vocación de gene-
ralidad. Por ello, las previsiones que incluye son bastante hetero-
géneas, y abarcan, entre otros muchos aspectos: normas relativas 
a la carga de la prueba (art. 13); definiciones de políticas públicas 
para la igualdad (arts. 14 y ss.); normas acerca de la presenCia 
equilibrada de hombres y mujeres -principio de paridad- en los 
órganos directivos y de selección de naturaleza pública (arts. 16, 
52-54); normas que amplían el elenco de supuestos de publicidad 
ilícita (arts. 36 y ss.); normas relativas a la consecución y promo-
ción de la igualdad a todos los niveles en el ámbito del empleo 
(arts. 42 y ss.); medidas de conciliación (art. 44); normas que es-
tablecen planes de igualdad para la empresa (arts. 45-49); normas 
360 CARMEN CERDÁ 
que establecen la igualdad de trato en el acceso a bienes y servi-
cios y su suministro (arts. 69 y ss.), así como en los consejos de 
administración de empresas privadas (art. 75); y la modificación 
de numerosas disposiciones de rango legal y reglamentario (dispo-
sición adicional segunda-disposición adicional trigésimo primera). 
De este amplio contenido, consecuencia del principio de trans-
versalidad o mainstreaming de las políticas de igualdad, puede 
deducirse que la prohibición de discriminación que introduce la 
Ley se impone en cualesquiera de los ámbitos de la vida de una 
persona, y en especial en las esferas política, civil, laboral, eco-
nómica, social y cultural (art. 1). 
La igualdad entre hombres y mujeres constituye, como es sa-
bido, un principio y derecho fundamental de nuestro ordenamien-
to jurídico con rango constitucional. La igualdad ha tenido acogida 
en nuestro vigente texto constitucional en una triple dimensión, 
como valor, como principio y como derecho fundamental. El arto 1 
de la Constitución española de 1978 (en adelante, CE) declara la 
igualdad como uno de los valores superiores del ordenamiento jurí-
dico. La inclusión de la igualdad entre los valores superiores 
constitucionales de nuestro Ordenamiento jurídico, la hace partici-
par indudablemente de la triple dimensión que los valores consti-
tucionales poseen, a saber, fundamentadora, orientadora y crítica l . 
La igualdad, asimismo, es entendida por el constituyente espa-
ñol como un principio, incluyendo las dos vertientes fundamenta-
les del mismo, esto es, la formal o jurídica, y la material o reaF. 
1. Sobre esta cuestión, más extensamente, PÉREZ LUÑo, A. E., "Sobre la 
igualdad en la Constitución española", en Anuario de Filosofía del Derecho, 
Tomo IV (1987), pp. 133 Y ss. 
2. Algún autor, TORRES DEL MORAL, A., "Qué igualdad", en Revista de De-
recho Político, núm. 44 (1998), pp. 90-94, habla de la igualdad como principio 
político y jurídico. Principio político sería el principio de igualdad en su ver-
tiente de igualdad real y efectiva, en tanto en cuanto es una tarea encomendada 
a los poderes políticos; y con el principio jurídico se refiere a la igualdad for-
mal y jurídica, en su dimensión legislativa. 
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Como igualdad material, en el artículo 9.2, que insta a los pode-
res públicos a "promover las condiciones para que la libertad y la 
igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean rea-
les y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten 
su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en 
la vida política, económica, cultural y social"; y como igualdad 
formal, en el artículo 14, que establece que "los españoles son 
iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación algu-
na por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cual-
quier otra condición o circunstancia personal o social". 
Más controvertida resultó inicialmente la configuración de la 
igualdad como derecho fundamental, controversia que se mani-
festó tanto en la doctrina3 como en la jurisprudencia constitucio-
nal4 • Aun cuando esta cuestión puede considerarse hoy plenamen-
3. La discusión se centra entre aquellos que entiende que la igualdad posee 
tan sólo el carácter de principio y le niegan su configuración como derecho, en-
tre otros, BASILE, S., "Los 'valores superiores', los principios fundamentales y 
los derechos y libertades públicas", en PREDIERI, A. Y GARCÍA DE ENTERRÍA, E., 
La Constitución española de 1978, Madrid, 1980, p. 277; Y GÁLvEz, J., "Artí-
culo 14", en GARRIDO FALLA, F., Comentario a la Constitución, Madrid, 1980, 
pp. 182-183; Y aquellos que se manifiestan a favor de su dimensión de derecho 
fundamental, PÉREZ LUÑo, A.E., "Sobre la igualdad en la Constitución españo-
la", op. cit., pp. 145 Y ss; RODRÍGUEZ PIÑERO, M./FERNÁNDEZ LÓPEZ, Ma F., 
Igualdad y discriminación, Madrid, 1986, pp. 251-255; APARISI MIRALLES, A., 
"Notas sobre el concepto de discriminación", en Derechos y Libertades, Revis-
ta del Instituto Bartolomé de las Casas, nO 5 (1995), p. 188. Una postura inter-
media aparece también expuesta por algún autor, SUAY RINCÓN, J., El principio 
de igualdad en la justicia constitucional, Madrid, 1985, p. 152, que se ha ma-
nifestado en el sentido de considerarlo como derecho, pero no un derecho au-
tónomo, sino dependiente de otro. 
4. Nuestro Tribunal Constitucional (en adelante TC), tal vez influido por la 
formulación del principio de igualdad consagrado en el artículo 14 del Conve-
nio Europeo de Derechos Humanos y la jurisprudencia del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos (en adelante, TEDH) a partir de ésta, se ha mostrado en 
ocasiones reticente a la consideración de la igualdad como un derecho funda-
mental más de los ciudadanos. Así, el TC sostuvo que el principio de igualdad 
era técnicamente un principio y no un derecho subjetivo del ciudadano, si bien 
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te resuelta, apuntaremos brevemente que a nuestro juicio, no se 
puede negar la condición de derecho fundamental a la igualdad 
formal-art. 14 CE-, en virtud principalmente de dos considera-
ciones: en primer lugar, por su inclusión en el Capítulo 11 ("Dere-
chos y libertades") del Título 1 ("De los derechos y libertades 
fundamentales") de la CE, y, en segundo término, por la garantía 
se trataba de un principio sui generis , ya que era vinculante en el mismo grado 
en que lo eran los derechos fundamentales stricto sensu (STC núm. 4/1981 
(Pleno), de 2 de febrero, rec. de inconstitucionalidad núm. 186/1980, funda-
mento jurídico 1°). Conviene precisar, no obstante, la diferente configuración 
otorgada al principio de igualdad por el artículo 14 del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos. Éste establece que: "El goce de los derechos y iibertades 
reconocidos en el presente Convenio ha de ser asegurado sin distinción alguna 
por razones de sexo, raza, color, lengua, opiniones políticas u otras, origen na-
cional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o cual-
quier otra situación". 
Es evidente el carácter relacional con el que se ha consagrado en el texto 
europeo el principio con respecto a los demás derechos y libertades estableci-
dos en el propio Convenio, de tal modo que en el ámbito europeo no se prohí-
be cualquier tipo de discriminación sino sólo aquéllas que afecten al ejercicio 
de los demás derechos fundamentales reconocidos en el Convenio. Partiendo 
de ahí, resulta lógico que la jurisprudencia del TEDH fuera en la dirección de 
no considerar la igualdad como un derecho autónomo, independiente, sino 
como una garantía conectada a los demás derechos y libertades reconocidos . 
La razón de esta configuración limitativa tiene su razón de ser, se ha dicho, en 
reducir las controversias susceptibles de ser enjuiciadas por el TEDH (J. SUAY 
RINCÓN, El principio de igualdad en la justicia constitucional, op. cit., p. 91). 
Asimismo es obvio que el método utilizado por nuestra Ley para la consa-
gración de la igualdad no comparte el carácter del artículo 14 del Convenio Eu-
ropeo . En nuestro texto constitucional ésta ha sido tipificada con un carácter 
claramente independiente, lo que muestra la voluntad de nuestro legislador de 
elevar el rango de la igualdad más allá de un simple parámetro complementa-
rio de los demás dérechos y libertades. 
En este sentido se manifestó posteriormente nuestro Te. Entre otras, STC 
núm. 75/1983 (Pleno) , de 3 de agosto, cuest. de inconstitucionalidad núm. 
44/1982; STC 142/1985 (Sala Primera), de 23 de octubre, rec. de amparo núm. 
643/1984; STC núm. 177/1988 (Sala Segunda), de 10 de octubre, rec. de am-
paro núm. 450/1985; STC núm. 241/1988 (Sala Segunda), de 19 de diciembre , 
rec . de amparo núm. 1032/1986. 
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reforzada del artículo 53.2 de la CE que se establece para "la tu-
tela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y 
la sección primera del capítulo 11 ante los Tribunales ordinarios 
por un procedimiento basado en los principios de preferencia y 
sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el 
TC"5. 
Por lo que se refiere específicamente a la igualdad entre hom-
bres y mujeres, debe señalarse que, junto a la prohibición expre-
sa de la discriminación por razón de sexo en el artículo 14, en-
contramos otras manifestaciones del mismo principio en otros 
preceptos constitucionales, como por ejemplo el arto 32 en el ám-
bito de las relaciones entre cónyuges, o el arto 35 en el ámbito del 
empleo. 
Así mismo, en el ámbito internacional se trata de un principio 
reconocido de forma generalizada. En concreto, la prohibición de 
discriminación6 , entre otras causas por razón de sexo, empezó a 
5. PÉREZ LUÑo, A.E., "Sobre la igualdad en la Constitución española", op. 
cit., pp. 150 Y 151. 
6. Es importante distinguir a estos efectos entre principio de igualdad de 
trato, prohibición de trato desigual y prohibición de discriminación. El artÍCulo 
14 de nuestra CE, como es sabido, tras formular una proclamación general del 
principio de igualdad ante la ley, contiene una lista de motivos de discrimina-
ción expresamente prohibidos. Para buena parte de la doctrina, e incluso para 
la jurisprudencia constitucional, ambos incisos del artículo 14 constituyen una 
unidad, y la prohibición de discriminación no sería sino la otra cara de la mo-
neda del principio de igualdad de trato. Pues bien, a nuestro juicio, sin embar-
go, igualdad de trato y prohibición de discriminación constituyen dos princi-
pios constitucionales diversos -ambos, eso sí, concreciones del principio 
general de igualdad- entre los que existe una clara distinción estructural. Véase 
en este sentido, CERDÁ MARTÍNEZ-PUJALTE, C., "Intento de delimitación entre 
los principios constitucionales de igualdad de trato y prohibición de discrimi-
nación", en Cuadernos Constitucionales de la Cátedra Fadrique Furió Ceriol, 
Valencia, en prensa. Resumiendo lo que allí se dice, señalaremos que el princi-
pio de igualdad formal que nuestro arto 14 CE establece -"los españoles son 
iguales ante la ley"- parte, fundamentalmente, de una realidad que no es igual, 
y opera imponiendo un tratamiento igualitario a las personas que se encuentren 
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aparecer en las Constituciones a principios del siglo XX, genera-
lizándose en todos los países, salvo contadas excepciones, tras la 
Segunda Guerra Mundial. También encontró cabida en textos in-
ternacionales, como la Carta de Naciones Unidas7 , la Declaración 
Universal de Derechos Humanos8 , el Pacto Internacional de De-
rechos Civiles y Políticos9 , o el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales 10 • 
En realidad la igualdad de género o prohibición de discrimina-
ción por razón de sexo es un principio presente en todos los orde-
namientos jurídicos de nuestro entorno. En tal sentido se pronun-
cia también el ordenamiento comunitario, como se deriva del 
en iguales circunstancias o, lo que es lo mismo, implica una prohibición gene-
ral de trato desigual entre sujetos que se encuentren en situaciones iguales. 
Gráficamente puede decirse que, desde esta perspectiva, este principio, que se 
configura en su vertiente constitucional como un límite frente al poder políti-
co, presenta, por tanto, una doble cara: exigencia de tratamiento igual en su 
vertiente positiva, y prohibición de trato desigual en su vertiente negativa, en 
ambos casos siempre que los sujetos o situaciones a los que se aplique deban 
de ser considerados iguales. Por su parte, la prohibición de discriminación, 
también enunciada en el arto 14 CE -"sin que pueda prevalecer discriminación 
alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social"-, que no debe ser confundida con 
el principio de igualdad en su vertiente negativa de prohibición de trato de-
sigual al que acabamos de referimos, actuaría como un instrumento técnico que 
excluye la posibilidad de que sean tomadas en cuenta como circunstancias re-
levantes a la hora de aplicar el principio de igualdad una serie de ellas como la 
raza, el sexo, la ideología, la religión, etc., y ello como consecuencia del reco-
nocimiento por parte de la sociedad de la necesidad de tal tratamiento igualita-
rio, para evitar o corregir situaciones de indignidad que han afectado y siguen 
afectando a grupos sociales determinados. 
7. Puede consultarse en la p. web siguiente: http://www.un.orglspanish/abou-
tunlcharter.htm. 
8. Puede consultarse en la p. web siguiente: http://www.un.org/spanish/abou-
tunlhrights.htm. 
9. Puede consultarse en la p. web siguiente: http://www.unhchr.ch/spa-
nish/html/menu3/b/a_ccpcsp.htm. 
10. Puede consultarse en la p. web siguiente: http://www.unhchr.ch/spa-
nish/html/menu3/b/a_cesccsp.htm. 
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artículo 2 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea que 
otorga a la promoción del principio el rango de misión esencial 
de la Comunidad, el arto 3.2 del mismo Tratado, que exige que la 
Comunidad se fije como objetivo el de eliminar las desigualdades 
y fomentar activamente la igualdad entre hombres y mujeres en 
todas sus actividades, y el art. 13, en el que se autoriza a las ins-
tituciones comunitarias a adoptar acciones adecuadas para luchar 
contra la discriminación por motivos de sexo, entre otros. 
Asimismo, el art. 141. 4 del mismo Tratado autoriza a los Es-
tados miembros la adopción de las llamadas acciones positivas en 
el ámbito laboral, que ofrezcan ventajas concretas destinadas a 
facilitar al sexo menos representado el ejercicio de actividades 
profesionales o a evitar o compensar desventajas en sus carreras 
profesionales. 
Por su parte, la Carta de derechos fundamentales de la Unión 
Europea realiza una proclamación general de la igualdad ante la ley, 
reforzada por la prohibición de toda discriminación en su artículo 
21, y hace referencia expresa a la igualdad entre hombres y mujeres 
en su arto 23 disponiendo que la igualdad entre hombres y mujeres 
será garantizada en todos los ámbitos, inclusive en materia de em-
pleo, trabajo y retribución, y declara que el principio de igualdad no 
impide el mantenimiento o la adopción de medidas que ofrezcan 
medidas concretas a favor del sexo menos representadoll . 
Como puede observarse a la luz de este somero examen legis-
lativo, los sistemas jurídicos han sido especialmente cuidadosos 
y activos a la hora de promover la igualdad entre hombres y mu-
jeres, y erradicar toda discriminación por razón de género en el 
11. Dejando así la puerta abierta a las acciones estatales positivas, tanto en 
su versión de acciones positivas moderadas como de las llamadas medidas de 
discriminación inversa. GARCÍA RUBIO, M.P., "La igualdad de trato entre hom-
bres y mujeres y su repercusión en el Derecho de contratos. Análisis del pro-
yecto de Ley orgánica para la igualdad de mujeres y hombres a la luz de la Di-
rectiva 2004/113/CE", en La Ley, n° 5 (2006), p. 1658. 
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ámbito del empleo, sin duda uno de los sectores donde tal situa-
ción puede presentarse de forma más patente y flagrante, y tam-
bién más habjtual. No ha sucedido hasta ahora 10 mismo en los 
ámbitos regulados por el Derecho privado, en el que la hegemo-
nía de los principios de autonomía de la voluntad y de libre con-
tratación ha supuesto hasta ahora para el legislador un freno para la 
introducción de otros principios en buena medida contradictorios 
con aquéllos. Pues bien, la ya conocida Directiva 2004/113/CE, 
de 13 de diciembre de 2004, por la que se aplica el principio de 
igualdad de trato entre hombres y mujeres al acceso a bienes y 
servicios y su suministro, ha puesto fin a dicho periodo, y como 
la misma ha de ser incorporada a las correspondientes legislacio-
nes internas de los Estados Miembros antes del 21 de diciembre 
de 2007, han sido diversos los Estados que ya han adoptado nor-
mas en las que imponen la prohibición de discriminación por ra-
zón de sexo, entre ellos España o Alemania12 • En la Ley españo-
12. El 18 de agosto de 2006 entró en vigor en Alemania la Allgemeines 
Gleichbehandlungsgesetz (en adelante, AGG) o ley general de tratamiento igua-
litario. Aunque tanto la ley española como la alemana responden al mismo espí-
ritu, no son plenamente equiparables, ya que sus campos materiales de acción 
han sido delimitados por e1legislador con distinto alcance en cada caso. En este 
sentido hemos de señalar que la ley alemana ha sido más ambiciosa que la espa-
ñola. Esta última, como se desprende claramente de su título, tiene por finalidad 
remover los obstáculos, principalmente prohibiendo las discriminaciones, a fa-
vor de la igualdad entre hombre y mujer. Su contenido por tanto es la interdic-
ción de las discrirriinaciones por razón de sexo en los diferentes ámbitos políti-
co, civil, laboral, económico, social y cultural a los que se aplica. La ley alemana 
tiene, sin embargo, un alcance más amplio: con algunas excepciones, su finali-
dad es prohibir con carácter general, como tendremos ocasión de ver en las pá-
ginas que siguen, todas las discriminaciones llevadas a cabo en el ámbito laboral 
y civil que se basen en la raza, el origen étnico, el sexo, la religión o la concep-
ción ideológica del mundo, la edad, una incapacidad o la identidad sexual. Sobre 
la AGG alemana véase CERDÁ MARTÍNEZ-PUJALTE, c., "Allgemeines Gleichbe-
handlungsgesetz. Aproximación a la nueva regulación general de prohibición de 
tratamiento desigual en el Derecho alemán, en especial, su alcance en el ámbito 
civil", en Revista de Derecho Patrimonial, en prensa. 
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la, la igualdad de trato en el acceso a bienes y servicios y su su-
ministro queda configurada en sus artículos 69 y siguientes, re-
presentando a nuestro parecer, y por la razón que acabamos de se-
ñalar, una de las novedades más destacables de la misma, ya la 
que dedicaremos por ello de forma especial nuestra atención. 
3. PANORÁMICA GENERAL DE LA LEY ORGÁNICA 312007 
3.1. Definición de las conductas prohibidas 
La Ley tiene por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad 
de trato y de oportunidades entre hombres y mujeres, en particu-
lar mediante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea 
cual fuere su circunstancia o condición, en cualesquiera de los 
ámbitos de la vida, y singularmente, en las esferas política, civil, 
laboral, económica, social y cultural (art. 1.1). 
La Ley establece en su Título 1 un conjunto de definiciones y 
conceptos de carácter general. Se ocupa en primer término, y 
como no podía ser de otra manera, del principio de igualdad de 
trato entre mujeres y hombres, y lo define como la ausencia de 
toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo y espe-
cialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obliga-
ciones familiares y el estado civil (art. 3). Esta igualdad entre mu-
jeres y hombres, declara la Ley, será un principio informador del 
ordenamiento jurídico y como tal se integrará y observará en la 
interpretación y aplicación de las normas jurídicas (art. 4). 
La Ley prohíbe tanto las discriminaciones directas como las 
indirectas. Considera la Ley discriminación directa por razón de 
sexo la situación en la que se encuentra una persona que sea, haya 
sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera me-
nos favorable que otra en situación comparable (art. 6.1). Una 
discriminación directa a causa del sexo existe p.e. en el supuesto 
de un tratamiento desfavorable a una mujer en caso de embarazo 
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o maternidad (art. 8). Discriminación indirecta existirá, por su 
parte, en aquellas situaciones en que una disposición, criterio o 
práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en 
desventaja particular con respecto a personas del otro, salvo que 
dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetiva-
mente en atención a una finalidad legítima y que los medios para 
alcanzarla sean necesarios y adecuados (art. 6.2) La jurispruden-
cia alemana, p.e., ha declarado que existe una discriminación in-
directa en el caso de que una empresa no pague la gratificación en 
navidades a los empleados que solo trabajan media jornada. El 
Tribunal en cuestión lo justificó argumentando que esto seria una 
discriminación indirecta por motivos de sexo porque por expe-
riencia la mayoría de los trabajadores que trabajan solo media 
jornada son mujeres 13 • 
No es necesario, como se ve, que la discriminación tenga lu-
gar, es suficiente con que pueda existir esa discriminación. Ahora 
bien, entendemos que ha de existir un peligro concreto de dicha 
discriminación, no es suficiente con un mero peligro abstracto. 
La Ley también prohíbe otros comportamientos aparte del dis-
criminatorio. De este modo prohíbe el acoso sexual entendiendo 
por tal cualquier comportamiento verbal o físico de naturaleza se-
xual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar contra 
la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entor-
no intimidatorio, degradante u ofensivo (art. 7.1). Acoso por ra-
zón de sexo lo constituyen, por su parte, los comportamientos rea-
lizados en función del sexo de una persona, con el propósito o el 
efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimi-
datorio, degradante u ofensivo (art. 7.2). El condicionamiento de 
un derecho o una expectativa de derecho a la aceptación de una 
situación constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de 
sexo se considerará también acto de discriminación por razón de 
13. BAG (Tribunal Supremo Sala de lo Social), sentencia de 8.6.2005 - 4 
AZR 412/04. 
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sexo (art. 7.3). También se considerará discriminación por razón 
de sexo cualquier trato adverso o efecto negativo que se produz-
ca en una persona como consecuencia de la presentación por su 
parte de queja, reclamación, denuncia, demanda o recurso, de 
cualquier tipo, destinados a impedir su discriminación (art. 9). 
Junto a las anteriores definiciones, la Ley también contiene en 
el capítulo 1 de su Título 11 una serie de principios generales apli-
cables en particular a la actuación de los poderes públicos: en pri-
mer lugar establece una serie de criterios generales (como son, el 
compromiso con la efectividad del derecho constitucional de 
igualdad, la integración del principio en el conjunto de las políti-
cas económica, laboral, social, cultural y artística, la colaboración 
entre las distintas Administraciones, o la protección de la mater-
nidad o de situaciones singulares en las que se encuentran muje-
res que pertenecen a minorías, mujeres migrantes, niñas, mujeres 
con discapacidad, viudas, víctimas de la violencia de género); es-
tablece así mismo la transversalidad del principio de igualdad de 
trato entre mujeres y hombres en la actuación de todos los pode-
res públicos; el principio de presencia equilibrada de mujeres y 
hombres en los nombramientos y designaciones de los cargos de 
responsabilidad; y otra serie de medidas generales como la previ-
sión de aprobar por parte del Gobierno periódicamente un plan 
estratégico de igualdad de oportunidades, la previsión de elaborar 
también desde el Gobierno un informe periódico sobre el conjun-
to de sus actuaciones en relación con la efectividad del principio 
de igualdad de trato, o el sorprendente deber de adecuación de los 
estudios y estadísticas realizados por los poderes públicos al prin-
cipio de igualdad de género. 
3.2. Diversos ámbitos de aplicación 
La vocación general de la Ley en materia de igualdad de sexo 
se va a traducir en un conjunto muy amplio y detallado de medi-
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das destinadas, en primer lugar, a las Administraciones Públicas 
en todos sus niveles, estatal, autonómico y local; a las políticas 
públicas en materia de educación, cultura, sanidad, e incluso, vi-
vienda y desarrollo del medio rural; a los medios de comunica-
ción social; a los empleadores o empresarios con respecto al ac-
ceso, al empleo, formación y promoción profesionales, así como 
a las condiciones de trabajo; a las Fuerzas Armadas y a las Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad del Estado; y, por último, a los sumi-
nistradores de bienes y servicios disponibles para el público. Pues 
bien, excediendo de los propósitos de este artículo hacer un co-
mentario detallado de todos y cada uno de los preceptos de la 
Ley, nos limitaremos a destacar 10 que consideramos más impor-
tante para, como ya se ha dicho, fijar nuestra atención en el ámbi-
to de la contratación, esto es, en los arts. 69 y ss. 
En primer lugar, el capítulo 11 del Título 11 establece, a partir 
del arto 23, las políticas públicas de implementación del principio 
de igualdad entre mujeres y hombres previstas en el ámbito de la 
educación, de la creación y producción artística e intelectual, de 
la salud y la sanidad, de los deportes, del desarrollo rural, de la 
Sociedad de la Información, de las políticas urbanas de ordena-
ción territorial y de vivienda, de la política española de coopera-
ción para el desarrollo, y de los contratos y subvenciones de las 
administraciones públicas. La Ley, muy dada a hacer grandes de-
claraciones de principios, principios por otra parte ya vigentes an-
tes de su entrada en vigor, es especialmente llamativa en este sen-
tido en el presente Capítulo. Así se advierte por ejemplo en el arto 
24.1 -"Las Administraciones educativas garantizarán un igual de-
recho a la educación de mujeres y hombres ... "-, o en el 27.2 
-"Las Administraciones públicas garantizarán un igual derecho a 
la salud de las mujeres y los hombres ... "- ¿Pero es que no era así 
hasta ahora? , podríamos preguntamos en este momento. 
Además, en todos estos ámbitos, al igual que en los regulados 
en los Títulos siguientes, establece la necesidad de promover y 
garantizar la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los 
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respectivos órganos de selección, controlo de decisión, allá don-
de los haya. Y de acuerdo con la Disposición final primera de la 
propia Ley, dicha presencia equilibrada supone una composición 
tal que, vista en su conjunto, las personas de cada sexo no supe-
ren el 60% ni sean menos del 40%. Como se sabe, esta ha sido una 
de las medidas que más ha trascendido a la opinión pública y que 
ha sido más duramente atacada, y no sin razón, puesto que no pa-
rece existir una motivación suficiente para una medida tan drásti-
ca -como es el establecimiento de una obligación porcentual de 
presencia de mujeres en los órganos de control-, a costa de un 
perjuicio claro de otro principio básico como es el de la libertad. 
En el Título 111 se contemplan las medidas destinadas a hacer 
efectivo el principio de igualdad entre mujeres y hombres en el 
ámbito de los medios de comunicación, yen particular medidas 
que afectan a RTVE y a la Agencia EFE. Así mismo, en este ám-
bito se contempla una regla específica en materia de publicidad, 
en el sentido de declarar ilícita la publicidad que comporte una 
conducta discriminatoria de acuerdo con lo previsto por la Ley, 
que habrá de unirse a los supuestos de ilicitud tipificados en la 
Ley General de Publicidad. 
El Titulo IV es el dedicado en la Ley a la protección y favoreci-
miento del derecho al trabajo en igualdad de oportunidades. Y con-
templa tanto programas de mejora en la empleabilidad de las muje-
res como medidas de acción positiva para favorecer el acceso de 
las mujeres al empleo, así como derechos de conciliación de la vida 
familiar y laboral-uno de los aspectos más positivos de la Ley-, 
planes de igualdad y otras medidas de igualdad aplicables a las em-
presas, medidas para prevenir el acoso sexual y el acoso por razón 
de sexo en el trabajo, y la creación del llamado distintivo empresa-
rial en materia de igualdad para reconocer a aquellas empresas que 
destaquen por la aplicación de políticas de igualdád de trato. 
También contempla esta Ley en su Título V medidas específi-
cas de aplicación del principio de igualdad con respecto al empleo 
público. Una vez más este apartado está lleno de declaraciones in-
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necesarias, por ya vigentes, o de medidas que llegan a extremos 
absurdos. Como ejemplo de las primeras pueden consultarse el arto 
51, letras a) ó f), que vienen a establecer la obligación de remo-
ción de los obstáculos que impliquen cualquier tipo de discrimina-
ción en el acceso al empleo, el desarrollo de la carrera profesional 
o la retribución, o el arto 61.1, en el que se garantiza la aplicación 
del principio de igualdad de género a las pruebas de acceso al em-
pleo público. Como ejemplo de las segundas valgan una vez más 
los preceptos que imponen el principio de nuevo cuño de presen-
cia equilibrada de mujeres y hombres, esta vez en la Administra-
ción General del Estado y en los organismos públicos vinculados 
o dependientes de ella, y ello por lo que se refiere tanto a los órga-
nos directivos, como a los órganos de selección y comisiones de 
valoración, como a los representantes de la Administración en 
otros órganos (arts. 52-54). A la esquizofrenia burocrática llevará 
la asunción de las obligaciones impuestas por ejemplo en los arts. 
55 o 63 de la Ley, que prescriben respectivamente la necesidad de 
acompañar de un informe de impacto de género a cada convocato-
ria de pruebas selectivas para el acceso al empleo público salvo 
casos de urgencia (art. 55), o la necesidad de que todos los depar-
tamentos ministeriales y organismos públicos remitan al menos 
anualmente a los Ministerios de Trabajo y Asuntos Sociales y de 
Administraciones Públicas información relativa a la aplicación 
efectiva en cada uno de ellos del principio de igualdad entre muje-
res y hombres con especificación además, mediante la desagrega-
ción por sexos de los datos, de la distribución de su plantilla, gru-
po de titulación, nivel de complemento de destino y retribuciones 
promediadas de su personal (art. 63). 
Por su parte, medidas ilógicas desde la propia perspectiva del 
principio de igualdad, tipificadas como "acciones positivas", son 
las contempladas en el arto 60. La primera de ellas, la preferencia 
durante un año, para participar en los cursos de formación a quie-
nes se incorporen tras un permiso de maternidad o paternidad o 
una excedencia por razones de guarda legal y atención a personas 
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mayores o incapacitadas, carece a nuestro juicio de justificación. 
En primer lugar, dar una preferencia durante un año en los cursos 
de formación a aquellas personas que por haber gozado de un per-
miso de maternidad o paternidad haya estado ausentes un tiempo 
mucho más limitado, parece ciertamente excesivo, cuando puede 
haber personas que tengan un interés profesional mayor en la rea-
lización de los mismos, y por otra parte tampoco se entiende por 
qué el legislador ha optado por incluir también los supuestos de 
excedencia por razones de guarda legal y atención a personas ma-
yores o incapacitadas. Una ley como esta, dedicada a igualdad de 
género, no parece el lugar idóneo para ello, por lo que no se expli-
ca dicha referencia. La segunda de las medidas nos parece incohe-
rente desde la perspectiva del propio postulado de igualdad que se 
intenta fomentar, siendo un claro ejemplo de discriminación posi-
tiva donde los discriminados serán a partir de ahora los hombres. 
Lamedida en sí establece que con la finalidad de facilitar la pro-
moción profesional de las empleadas públicas y su acceso a pues-
tos directivos, en las convocatorias de los correspondientes cursos 
de formación, se reservará al menos un 40 % para su adjudicación 
a aquellas que reúnan los requisitos establecidos. 
Dentro de este Título se dedica un apartado especial a la cues-
tión en el ámbito de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad de Estado. Y, aunque la vigencia del principio 
de igualdad en esta esfera era una realidad innegable con anterio-
ridad a esta Ley, sin embargo su plasmación expresa tal vez no 
esté de más, al constituir éstos unos ámbitos especialmente sensi-
bles a los comportamientos discriminatorios frente a la mujer. 
3.3. Normas procesales 
Las principales normas reguladoras de las consecuencias jurí-
dicas que habrán de tener las conductas discriminatorias tipifica-
das por la Ley las encontramos en los arts. 10,12 y 13. 
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El art. 10 determina que "los actos y cláusulas de los negocios 
jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de 
sexo se considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar a responsa-
bilidad a través de un sistema de reparaciones o indemnizaciones 
que sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, 
así como, en su caso, a través de un sistema eficaz y disuasorio de 
sanciones que prevenga la realización de conductas discriminato-
rias" . 
En primer lugar, para colmar el alcance general que esta nor-
ma tiene el concepto de actos habrá de ser entendido en un senti-
do muy amplio, ya que sólo de esta manera podrán ser engloba-
dos también comportamientos típicamente discriminatorios como 
comentarios o expresiones despectivas, o manifestaciones de vo-
luntad denegando la entrada en un establecimiento, que no pue-
den ser considerados actos jurídicos en sentido estricto 14 • Hubiera 
sido mucho más útil y acertado utilizar una expresión más am-
plia, como la empleada en la propia Directiva, por ejemplo, "cual-
quier persona que se considere perjudicada a causa de una discri-
minación en él sentido de la presente Ley ... ". 
En segundo lugar, establece el precepto tres tipos o niveles de 
consecuencias jurídicas. En primer término, la nulidad de los ac-
tos o cláusulas. A continuación, habla de un sistema de reparaciones 
o indemnizaciones que sean reales, efectivas y proporcionadas al 
perjuicio sufrido. Y, por último, pretende establecer también un 
sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la realiza-
ción de conductas discriminatorias. 
Por lo que se refiere a la nulidad, ésta difícilmente podrá ser 
una medida de aplicación general. ¿Cómo es posible, por ejem-
plo, anular una expresión despectiva dirigida hacia una mujer? En 
14. GARCÍA RUBIO, M.P., "La igualdad de trato entre hombres y mujeres y 
su repercusión en el Derecho de contratos. Análisis del proyecto de Ley orgáni-
ca para la igualdad de mujeres y hombres a la luz de la Directiva 2004/113/CE", 
op. cit., p. 1658. 
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realidad, la nulidad parece aplicable tan sólo a los actos de natu-
raleza negocial; pero aun en este supuesto no deja de plantear 
problemas, pues, en el caso por ejemplo de un contrato de alqui-
ler donde un posible arrendatario ha sido discriminado por su 
sexo, ¿sería adecuado anular el actual contrato del arrendador con 
una tercera persona, que nada tiene que ver con la discrimina-
ción? Como más adelante expondremos al tratar del alcance de 
esta Ley en el ámbitócivil, ello nos parecería una injerencia ex-
cesiva en el ámbito de la libertad contractual. En ambos casos, el 
único recurso posible sería acudir a la indemnización de daños y 
perjuicios, que es la segunda de las consecuencias jurídicas esta-
blecidas por el precepto, y de la cual dice que habrá de ser una in-
demnización real, efectiva y proporcionada al daño sufrido. 
Por lo demás, y como se ha señalado, la Ley prevé un sistema 
eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la realización de 
conductas discriminatorias. Este constituye uno de los aspectos 
más sorprendentes de la misma, puesto que después de esta de-
claración ya nada más se dice en la Ley sobre el sistema desan-
ciones. Salvo alguna excepción que podemos encontrar en las 
disposiciones adicionales, como por ejemplo la disposición adi-
cional decimocuarta, que introduce algunas sanciones accesorias 
en materia de responsabilidades empresariales, nada se sabe en la 
Ley sobre otras sanciones . Esto es, la Ley carece del régimen san-
cionador que ella misma estipula. 
En definitiva, por tanto, parece que las únicas acciones en ma-
nos de los perjudicados serán en todo caso la indemnización, yen 
el supuesto que proceda la nulidad del acto o la cláusula negocial 
en cuestión. 
Por su parte, el arto 12 establece las reglas de tutela judicial, in-
dicando que "cualquier persona podrá recabar de los tribunales la 
tutela del derecho a la igualdad entre mujeres y hombres, incluso 
tras la terminación de la relación en la que supuestamente se ha 
producido la discriminación". Por lo que se refiere a la capacidad 
y legitimación para intervenir en los procesos que versen sobre la 
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defensa del derecho a la igualdad entre mujeres y hombres, la 
Ley la otorga a las personas físicas y jurídicas con interés legíti-
mo determinadas en las leyes reguladoras de los respectivos pro-
cesos. Supone por tanto una remisión, entre otros preceptos, al 
arto 11 bis de la Ley de Enjuiciamiento Civil-añadido por la pre-
sente Ley Orgánica-, que establece una regla específica de legiti-
mación para la defensa del derecho a la igualdad de trato entre 
mujeres y hombres. 
Por último, el art. 13 establece la regla sobre la carga de la 
prueba, que supone una especialidad respecto al sistema general, 
puesto que establece que en aquellos procedimientos en los que 
las alegaciones se fundamenten en actuaciones discriminatorias 
por razón de sexo corresponderá a la persona demandada probar 
la ausencia de discriminación en las medidas adoptadas y su pro-
porcionalidad. Si nos fijamos en el arto 9 de la Directiva de trans-
posición, observaremos que 10 que ésta establece es que, cuando 
una persona se considere discriminada, y además aduzca hechos 
que permitan presumir la existencia de discriminación directa o 
indirecta, en ese caso corresponde a la parte demandada demos-
trar que no ha habido tal discriminación. Por su parte, el arto 9.2 
prevé la posibilidad de que los Estados miembros puedan adoptar 
normas sobre admisibilidad de las pruebas que sean más favora-
bles a la parte demandante. De dicha posibilidad parece que ha 
hecho uso nuestro legislador nacional, puesto que la ley española 
no exige que la parte supuestamente discriminada aduzca hechos 
de los que se pueda presumir la existencia de un comportamiento 
de ese tipo. Simplemente basta con alegar haber sido víctima de 
una conducta discriminatoria para invertir la carga de la prueba. 
A nuestro juicio, hubiera sido más adecuado seguir la línea de la 
Directiva comunitaria, puesto que, aunque es cierto que en oca-
siones es difícil presentar pruebas de una discriminación, sobre 
todo cuando la misma es realizada a través de expresiones, mani-
festaciones de voluntad, comportamientos tácitos, etc., también 
es cierto que esta previsión tendrá como consecuencia que los tri-
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bunales se vean a corto plazo desbordados por una cantidad in-
mensa de demandas infundadas. Además, hay que tener en cuen-
ta que una acusación de discriminación es así mismo un hecho 
muy perjudicial desde el punto de vista social para la persona 
acusada, y por lo tanto habría que ser algo más estricto a la hora 
de facilitar esta acusación. 
4. EL PRINCIPIO DE IGUALDAD EN EL SUMINISTRO DE BIENES 
Y SERVICIOS 
4.1. Análisis de la conducta prohibida 
Pues bien, después de este recorrido por el articulado de la 
Ley, llegamos al punto donde, como señalamos desde un princi-
pio, fijaríamos nuestra atención: la igualdad de trato en el acceso 
abienes.y servicios o su suministro, o lo que es lo mismo, la apli-
cación del principio de igualdad de trato en el ámbito del Derecho 
civil. 
Como en su momento dijimos, constituye sin duda una de las 
mayores novedades de la Ley. Tradicionalmente se partía de la 
concepción de los derechos fundamentales como derechos públi-
cos subjetivos, cuya vigencia se proyectaba unidireccionalmente 
en las relaciones jurídicas establecidas entre los ciudadanos y el 
Estado. Sin embargo, los presupuestos políticos, sociales y eco-
nómicos de nuestro tiempo son bien distintos de los imperantes al 
final del siglo XIX. Si la ideología liberal presumía la igualdad de 
la que partían los individuos en sus relaciones privadas, esta pre-
sunción en la época actual, con la existencia de grandes grupos de 
poder, grandes empresas, grupos de empresas transnacionales, 
monopolios públicos, etc., cuyo poder económico es ejercido me-
diante fórmulas jurídico-privadas, está lejos de poder sostenerse. 
De ahí surgió la idea de la extensión de la posibilidad de alegar 
los derechos fundamentales a las relaciones jurídico-privadas, lo 
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que por influjo de la doctrina alemana se conoce universalmente 
por el nombre deDrittwirkung der Grundrechte. En concreto, se 
trata de una teoría, que, por medio de caminos ciertamente artifi-
ciales, ha permitido la aplicación de estos principios constitucio-
nales, en ocasiones y con limitaciones, a las relaciones privadas15 • 
Esta teoría, surgida en el ámbito laboral en Alemania, es aco-
gida posteriormente en España, no sin cierta polémica doctrinal y 
jurisprudencial. Pero ya desde fechas relativamente tempranas 
aceptó nuestro Alto Tribunal la eficacia de dichos derechos en las 
relaciones inter privatos. Por lo que se refiere al principio de 
igualdad y no discriminación, es bastante gráfico el Auto 1069/1987, 
de 30 de septiembre16 , en el que el Tribunal admitió que "algunos 
derechos fundamentales producen un cierto grado de eficacia en-
tre particulares y que, en tal caso, se encuentra el derecho a no ser 
discriminado que establece el artículo 14 CE, cuando se trata de 
las discriminaciones típicas -por razón de nacimiento, raza, sexo, 
religión, opinión o condición social-o No puede decirse lo mismo 
cuando se trata del ejercicio de derechos y acciones en el que no 
es posible encontrar discriminación. Ningún precepto, ni consti-
tucional ni ordinario (salvo, en ocasiones, el principio de buena fe 
del arto 7 del Código Civil y la regla de comportamiento coheren-
te en él establecida, que aquí están en cuestión), obliga a una per-
sona a ejercitar sus derechos subjetivos o sus acciones de forma 
idéntica frente a sujetos pasivos diferentes, sin que, fuera de los 
mencionados casos de buena fe o abuso del derecho, se puedan 
medir los móviles que a tal actuación impulse. Es claro, por ejem-
plo, que un acreedor puede ser enérgico frente a un deudor y no 
serlo frente a otro, o reclamar prontamente la deuda de uno y con-
15. Sobre este tema véase CERDÁ MARTÍNEZ-PUJALTE, c., "Principio de 
igualdad y prohibición de discriminación en las relaciones jurídico privadas: la 
doctrina de la Drittwirkung", en Revista de las Cortes Generales, n° 61 (2004), 
pp. 155 Y ss. 
16. ATC 1069/1987, de 30 de septiembre (RTC 1987/1 069). 
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donarla total o parcialmente a otro". Se trata por tanto del recono-
cimiento de la eficacia indirecta o mittelbare Drittwirkung del 
principio de igualdad de trato, y la eficacia directa o unmittelbare 
Drittwirkung de la prohibición de discriminación. En definitiva, 
por lo que se refería a la prohibición de discriminación por razón 
de sexo se había reconocido jurisprudencialmente una aplicación 
inmediata y directa del principio constitucional a las relaciones 
entre particulares. 
La promulgación de esta Ley supone un paso de enorme enver-
gadura en este campo. No es necesario ya acudir a la polémica dis-
cusión de si los derechos fundamentales, y entre ellos el principio 
de igualdad y la prohibición de discriminación, son aplicables en-
tre sujetos privados, puesto que la discriminación por razón de 
sexo, y en lo que atañe al ámbito estrictamente civil o contractual, 
adquiere mediante esta Ley carta de naturaleza. Queda desde este 
momento, y por primera vez, recogida legalmente la prohibición 
dirigida a los particulares, y con el alcance específico que seguida-
mente veremos, de establecer, en el acceso y suministro de bienes 
y servicios, cualquier tipo de discriminación por razón de sexo. 
El art. 69, que es el primero y el fundamental de los preceptos 
referidos a la aplicación de la igualdad de género en este ámbito, 
se limita prácticamente a transcribir algunas de las disposiciones 
establecidas en los arts. 3 y 4 de la Directiva 2004/l13/CE. En el 
mismo se estipula que: "1. Todas las personas físicas o jurídicas 
que, en el sector público o en el privado, suministren bienes o 
servicios disponibles para el público, ofrecidos fuera del ámbito 
de la vida privada y familiar estarán obligadas en sus activida-
des y en las transacciones consiguientes, al cumplimiento del 
principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres, evitando 
discriminaciones, directas o indirectas, por razón de sexo. 
2. Lo previsto en el apartado anterior no afecta a la libertad 
de contratación, incluida la libertad de la persona de elegir a la 
otra parte contratante, siempre y cuando dicha elección no ven-
ga determinada por su sexo. 
380 CARMEN CERDÁ 
3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, serán 
admisibles las diferencias de trato en el acceso a bienes y servi-
cios cuando estén justificadas por un propósito legítimo y los me-
dios para lograrlo sean adecuados y necesarios." 
Es evidente que la obligación que impone el precepto en cues-
tión es el deber de trato igual entre mujeres y hombres, o dicho de 
otra manera impone una prohibición general de discriminación 
por razón de sexo. El ámbito subjetivo o personal de aplicación 
de dicha obligación son las personas físicas o jurídicas. Por lo 
que respecta al ámbito objetivo o material, su análisis requiere ul-
teriores precisiones, y queda legalmente definido por los bienes o 
servicios disponibles para el público, ofrecidos fuera del ámbito 
de la vida privada o familiar, tanto en el sector público como en 
el privado. 
En primer lugar han de ser bienes y servicios disponibles para 
el público, lo cual implica que la disposición para la conclusión 
del contrato sea hecha pública, esto es, que sea dada a conocer al 
público. El que con su oferta se dirija solamente a una persona en 
concreto no caería bajo la prohibición17 • 
La forma en que se ponga en conocimiento del público no ten-
drá, a nuestro entender, sin embargo, importancia, así como el nú-
mero de personas que a través de ese medio realmente tengan co-
nocimiento de la oferta. No presentan problemas los casos en que 
se utilicen los medios de comunicación públicos18 -radio, prensa, 
tv, internet- a través de los cuales se ven informados un número 
indeterminado e indeterminable de personas. También se enten-
17. Lo mismo vale, según la doctrina alemana con referencia al precepto 
equivalente de la AGG alemana, si es el inquilino quien se dirige al dueño, por 
ejemplo porque ha terminado su contrato de alquiler y ofrece al dueño otro in-
quilino, con el fin de poder salir del piso, sin tener que esperar hasta que se 
cumplan los plazos para la disolución del contrato, HORST, R., "Mietrechtli-
che Auswirkungen des AGG", MDR (2007), p. 1267. 
18. HORST, R., "Mietrechtliche Auswirkungen des AGG", MDR (2007), 
p. 1267. 
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dería cumplido el requisito en los supuestos en que en las propias 
instalaciones, y a través del funcionamiento normal de un nego-
cio, se utilizan requerimientos o anuncios dirigidos al público 
para el uso de las mercancías y servicios propios del local, por 
ejemplo, en los comercios minoristas, grandes almacenes, en los 
bancos, teatros, restaurantes, discotecas, hoteles, medios de trans-
porte públicos, etc. 
Detrás de esta exigencia subyace el pensamiento de que aque-
llos que ponen sus mercancías y servicios a disposición del públi-
co, tienen el deber de desenvolverse de forma neutral en dicho 
mercado. Es indiferente si la parte oferente actúa en el mercado 
de forma habitual con una intención empresarial, o no. Lo rele-
vante es que su oferta de contratar haya sobrepasado la esfera pri-
vada19 • 
Ello nos pone ya en relación con la segunda de las condiciones 
expresamente exigidas y es que han de ser bienes o servicios 
ofrecidos fuera del ámbito de la vida privada o familiar. La ley 
equivalente alemana es más directa, al excluir directamente de la 
aplicación de la prohibición general las relaciones familiares y 
sucesorias, así como también las que se basen en una especial re-
lación de confianza o cercanía. Pues bien, las mismas relaciones 
pueden ser incluidas bajo la expresión utilizada por la ley españo-
19. Ahora bien, cuándo se puede entender que se sobrepasa la esfera priva-
da es algo que hay que decidir atendiendo al caso concreto. A este respecto la 
propia doctrina alemana en referencia a la ley homónima alemana ha especifi-
cado que el ámbito privado no se puede restringir a la vivienda del que hace la 
oferta. Así hay casos en los que es objetivamente reconocible que la persona, a 
pesar de estar en un lugar público, de alguna manera tiene intención de sepa-
rarse del alcance público, y la oferta así hecha tendría típicamente un carácter 
privado. Piénsese en una persona que se encuentra en un restaurante, hotel, ca-
bina de teléfono, y adopta una actitud que es objetivamente reconocible que no 
se está comportando como si estuviera en público, por ejemplo cuando se apar-
ta físicamente y habla con una voz muy suave por el móvil, GAIER, R./WEND-
TLAND, H., Allgemeines Gleichbehandlungsgesetz AGG, München, 2006, pp. 
17-18. 
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la. Con la referencia a la esfera privada, que incluye la vida fami-
liar pero que va más allá, se representa un ámbito en el que cada 
persona queda libre de la observación pública y puede comportar-
se libremente. La consideración de que las relaciones jurídicas fa-
miliares y sucesorias se diferencian de forma fundamental de las 
demás relaciones obligatorias explica la causa de que en este ám-
bito, y sólo en este, puedan llevarse a cabo comportamientos dis-
criminatorios. La Ley, por tanto, acepta sin limitación discrimina-
ciones en el estrecho ámbito vital de cada persona. 
Por último, la prohibición es aplicable al ofrecimiento y sumi-
nistro de bienes y servicios tanto en el sector privado como en el 
público. Ello significa que la prohibición va a ser aplicable tanto 
cuando la contratación de bienes y servicios se establezca con un 
particular, como cuando se establezca con una empresa, institu-
ción u organismo público. Por lo que respecta al sector público, 
entendemos aplicable este precepto a los contratos de naturaleza 
privada que lleven a cabo la Administración pública y sus orga-
nismos, puesto que el alcance de las políticas de igualdad en rela-
ción con los contratos de naturaleza pública quedaba regulado~ 
como vimos en los precedentes arts. 33 y ss. de la Ley. 
Los términos genéricos en los que es configurada la prohibi-
ción no solventan las dudas en tomo a supuestos controvertidos 
que puedan plantearse o situaciones de ese tipo ya acaecidas en la 
práctica. Por ejemplo, podría plantearse a partir de ahora la cues-
tión sobre la licitud de la existencia de peluquerías exclusivamen-
te para señoras o gimnasios sólo para hombres, o la existencia de 
un club privado, se dedique a la actividad que se dedique, abierto 
únicamente a los miembros de un sexo. 
La Directiva de transposición parece resolver la cuestión. En 
su Considerando 17 precisa que el principio de igualdad de trato 
en el acceso a bienes y servicios no exige que se ofrezcan en to-
dos los casos prestaciones o instalaciones compartidas para hom-
bres y mujeres, toda vez que no se ofrezcan de manera más favo-
rable a uno de los sexos. Es evidente por tanto que la prohibición 
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no puede ser llevada hasta límites tan absurdos corno para exigir 
en el ámbito de la contratación la presencia en todo caso y bajo 
cualquier circunstancia de mujeres y hombres, lo que podría lle-
var a plantear situaciones tan grotescas corno que un hombre pu-
diera exigir su aceptación en una congregación de religiosas. 
Además, el párrafo tercero del art. 69 de la Ley española, tal 
corno vimos, admite las diferencias de trato en el acceso a bienes 
y servicios cuando estén justificadas por un propósito legítimo y 
los medios para lograrlo sean adecuados y necesarios. La Direc-
tiva, por su parte, en su Considerando 16, declara que pueden 
constituir propósitos legítimos, por ejemplo, la protección de las 
víctimas de la violencia de género (en supuestos corno la creación 
de refugios para personas de un solo sexo), las razones de intimi-
dad y decencia (en supuestos corno la oferta de alejamiento hecha 
por una persona en una parte de su vivienda), la promoción de la 
igualdad de género o de los intereses de los hombres y de las mu-
jeres (por ejemplo, organizaciones de voluntarios del mismo 
sexo), la libertad de asociación (en los casos de afiliación a clu-
bes privados para un solo sexo), la organización de actividades 
deportivas (por ejemplo, acontecimientos deportivos para uno de 
los sexos). 
Tenernos que recordar que la Directiva es una Directiva de mí-
nimos, corno ella misma precisa en su art. 7.1, por lo que nada 
impide a los Estados miembros introducir disposiciones más fa-
vorables para la protección del principio de igualdad por razón de 
sexo que las presentes en la Directiva. A nuestro entender ello no 
sería en ningún caso necesario para una efectiva protección del 
principio de igualdad entre mujeres y hombres, a no ser a expen-
sas de otro principio fundamental corno es el de la libertad. Es 
perfectamente posible compatibilizar la protección de la igualdad 
de sexos y la libertad de autonomía de la voluntad, siempre y 
cuando la prohibición de discriminación por razón de sexo, y en 
general cualquier prohibición de discriminación, sea bien enten-
dida. 
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Ello nos pone en conexión con el segundo párrafo del art. 69, 
cuyo análisis hemos dejado para este último momento. Es difícil 
comprender este sorprendente precepto, que, como acertadamen-
te ha puesto ya de manifiesto la doctrina, entendido literalmente 
puede llevar al absurdo20 • El mismo empieza diciendo que 10 pre-
visto en el apartado anterior -que impone la igualdad de trato en 
el acceso a bienes y servicios y su suministro- no afecta a la li-
bertad de contratación, cuando 10 cierto es que afecta y mucho, 
supone una limitación a la libertad de contratación, de la que sólo 
se excluye, como acabamos de ver, la vida privada y familiar. 
Pues bien, el precepto posteriormente matiza que ello es así siem-
pre y cuando la elección de la otra parte contratante no venga de-
terminada por su sexo. Aunque, como también hemos visto, hay 
casos en que la elección de la contraparte en una relación jurídi-
ca obligatoria puede venir determinada por el sexo, ya pesar de 
ello, considerarse lícita por estar justificada por un propósito le-
gítimo, y siempre que los medios para lograrlo sean adecuados y 
necesarios, tal y como reconoce el propio párrafo 3° del precepto. 
Como vemos, de la redacción ciertamente poco afortunada del 
arto 69, no puede extraerse un parámetro que con claridad decida 
cuando la libertad de contratación debe de quedar restringida a 
favor del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 
La cuestión, sin embargo, es a nuestro juicio prioritaria, más aún 
teniendo en cuenta que nos encontramos en el sector privado, en 
el que prima la autonomía de la voluntad, y por tanto el legislador 
debería tener en cuenta que en este campo su labor es la protec-
ción y garantía de la libertad, y restricciones o limitaciones solo 
tendrán lugar en casos excepcionales y con un alcance muy espe-
cífico. 
20. GARCíA RUBIO, M.P., "La igualdad de trato entre hombres y mujeres 
y su repercusión en el Derecho de contratos. Análisis del proyecto de Ley 
orgánica para la igualdad de mujeres y hombres a la luz de la Directiva 
2004/113/CE", op. cit., p. 1662. 
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La presente Ley, sin embargo, parece partir del principio con-
trario, ya que en un primer momento establece una prohibición 
general y absoluta, y luego se suaviza a través de la inclusión de 
los párrafos segundo y tercero. No ha sucedido lo mismo en otros 
países de nuestro entorno, en los que la prohibición de discrimi-
nación tiene un carácter más restringido. Así por ejemplo, en la 
ya mencionada AGG alemana, la prohibición de discriminación 
en el ámbito civil, que en este caso es general y no solo por razón 
de sexo, se limita a los casos de los contratos de masa (Massen-
geschiift) , los contratos asimilables a los d~ masa (masseniihnli-
ches Geschiift) y los contratos de seguros (Privatversicherung). 
En todos los demás casos, la única prohibición de discriminación 
que se contempla es la de origen étnico y raza. Además el ámbito 
del alquiler de viviendas queda excluido tanto de la prohibición 
general de discriminación, como de la prohibición por razón de 
raza u origen étnic021 • 
Volviendo a la ley española, los párrafos 2° y 3° no tienen el 
nivel de concreción deseable, y han de ser interpretados a la luz 
de la Directiva de transposición. Especialmente este desafortuna-
do segundo párrafo al que hemos hecho referencia22 • El Conside-
rando 14 de la misma señala que "todas las personas gozan de li-
bertad para celebrar contratos y elegir a la otra parte contratante, 
de tal modo que una persona que suministra un bien o preste un 
servicio puede tener una serie de razones subjetivas para elegir a 
una persona determinada y excluir a otras. Y siempre que dicha 
21. Sobre la cuestión más en extenso, véase CERDÁ MARTÍNEz-PuJALTE, c., 
"Allgemeines Gleichbehandlungsgesetz. Aproximación a la nueva regulación 
general de prohibición de tratamiento desigual en el Derecho alemán, en espe-
cial, su alcance en el ámbito civil", en Revista de Derecho Patrimonial, en 
prensa. 
22. En este sentido GARCÍA RUBIO, M.P., "La igualdad de trato entre hom-
bres y mujeres y su repercusión en el Derecho de contratos. Análisis del pro-
yecto de Ley orgánica para la igualdad de mujeres y hombres a la luz de la Di-
rectiva 2004/113/CE", op. cit., p. 1662. 
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elección no se base exclusivamente en el sexo de la otra persona, 
la nueva regulación no debe afectar a esa libertad de contrata-
ción". En definitiva, siempre y cuando la elección no se convier-
ta en una medida discriminatoria por afectar a su dignidad como 
persona23 • Este -la afectación a la dignidad como persona- es el 
parámetro que hay que utilizar en todo caso para detectar una dis-
criminación, ya sea por razón de sexo, raza, origen étnico, edad, 
etc. En otros casos en que dichas circunstancias, entre ellas tam-
bién el sexo, sean tenidas en cuenta, pero atendiendo a motivos 
que no puedan ser considerados vejatorios, no podrá entenderse 
que exista una discriminación como ta124 • 
4.2. Consecuencias jurídicas de la infracción 
Con respecto al ámbito civil, la Ley se ocupa de forma especí-
fica, no sólo de las cuestiones materiales del problema sino tam-
bién de sus consecuencias jurídicas, yen este sentido el arto 72.1 
de la Ley regula las consecuencias para el caso que no se respete 
la prohibición de discriminación entre mujeres y hombres en el 
ámbito privado. En el mismo se establece que "sin perjuicio de 
otras acciones y derechos contemplados en la legislación civil y 
mercantil, la persona que, en el ámbito de aplicación del arto 69, 
sufra una conducta discriminatoria, tendrá derecho a la indem-
nización por los daños y los perjuicios sufridos" . 
23. En este mismo sentido GARCÍA RUBIO, M.P., "La igualdad de trato en-
tre hombres y mujeres y su repercusión en el Derecho de contratos. Análisis del 
proyecto de Ley orgánica para la igualdad de mujeres y hombres a la luz de la 
Directiva 2004/113/CE", op. cit., p. 1662. 
24. Sobre el concepto de prohibición de discriminación y su conexión con 
la dignidad personal véase CERDÁ MARTÍNEZ-PUJALTE, C., "Intento de delimi-
tación entre los principios constitucionales de igualdad de trato y prohibición 
de discriminación" , en Cuadernos Constitucionales de la Cátedra Fadrique Fu-
rió Ceriol, en prensa. 
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Recordemos además la norma establecida en el art. 10 de la 
propia Ley que, con carácter general, establecía la nulidad de los 
actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o 
causen discriminación por razón de sexo. 
Pues bien, teniendo en cuenta lo que dicen estos dos preceptos 
referidos, y que una de las clásicas acciones en el ámbito civil es 
la nulidad del acto y la restitución en su derecho, podría pensarse 
en el caso de que, por ejemplo, un alquiler de una vivienda con-
certado bajo la óptica discriminatoria por razón de sexo, pudiera 
dar lugar a la nulidad del actual contrato de alquiler con una per-
sona ajena a la discriminación y la obligación del arrendador de 
arrendar su vivienda a la persona en principio discriminada. A 
nuestro juicio, así como a juicio de otro sector doctrinal que ya ha 
tenido ocasión de pronunciarse25 , nos parece que esta consecuen-
cia iría mucho más allá de lo deseable y de los propios fundamen-
tos estructurales del ámbito privado, por lo que entendemos que 
en estos supuestos la restitución del daño vendrá de la mano de la 
indemnización de daños y perjuicios a las que expresamente alu-
de el arto 72.1. 
Por lo que respecta a los casos en los que la discriminación no 
afecte al negocio jurídico en su totalidad, sino que provenga de 
alguna de sus cláusulas, sí que será entonces aplicable la nulidad 
parcial de dicha cláusula y su sustitución por otra que sea confor-
me a las normas dispositivas existentes en su caso. 
4.3. Reglas' especiales en el ámbito de los seguros 
El sector de los seguros privados es un ámbito muy sensible a 
las diferenciaciones en función del sexo del asegurado. Es más, 
25. En este sentido GARCÍARuBIO, M.P., "La igualdad de trato entre hom-
bres y mujeres y su repercusión en el Derecho de contratos . Análisis del pro-
yecto de Ley orgánica para la igualdad de mujeres y hombres a la luz de la Di-
rectiva 2004/113/CE", op. cit., pp. 1662-1663. 
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tal y como señala la Directiva de transposición, el recurso a fac-
tores actuariales basados en el sexo está generalizado en el sector 
de los seguros y otros servicios financieros afines. El arto 71.1 de 
la Ley española establece la prohibición de la celebración de con-
tratos de seguros o de servicios financieros afines en los que, al 
considerar el sexo como factor de cálculo de primas y prestacio-
nes, se generen diferencias en las primas y prestaciones de las 
personas aseguradas. La Directiva, teniendo en cuenta la realidad 
del mercado, que como hemos señalado es bastante propensa a 
dichas diferenciaciones, y para evitar un reajuste repentino del 
mercado, establece en su art. 5.1 que esta norma sólo se aplicará 
a los nuevos contratos que se celebren después de la fecha de in-
corporación de la presente Directiva, y como plazo máximo fija 
el 21 de diciembre de 2007. 
La Ley señala expresamente, además, que los costes relaciona-
dos con el embarazo y el parto no justificarán diferencias en las 
primas y prestaciones de las personas consideradas individual-
mente, lo que supondría, por ejemplo, la ilegalidad de las cláusu-
las tan comúnmente utilizadas, mediante las cuales en un seguro 
privado de salud a la mujer no se le concede la cobertura econó-
mica si durante el primer año se queda embarazada. 
Ahora bien, la propia Ley establece que reglamentariamente se 
podrán fijar los supuestos en los que sean admisibles diferencias 
proporcionadas de las primas y prestaciones de las personas con-
sideradas individualmente, cuando el sexo constituya un factor 
determinante de la evaluación del riesgo a partir de datos actua-
riales y estadísticos pertinentes y fiables. De acuerdo con lo dis-
puesto por la Directiva, esta excepción al principio general sólo 
será posible para los Estados miembros a condición de que estén 
en condiciones de garantizar que los datos actuariales y estadísti-
cos subyacentes en que se fundan los cálculos son fiables, se ac-
tualizan con regularidad y son accesibles al público. Los Estados 
miembros deberán además revisar, cinco años después de diciem-
bre de 2007, la justificación de tales excepciones. 
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Por último, en este ámbito existe una regla procesal especial 
establecida en el arto 72.1, al declarar que el incumplimiento de la 
prohibición de discriminación otorgará al contratante perjudicado 
el derecho a reclamar la asimilación de sus primas y prestaciones 
a las del sexo más beneficiado, manteniéndose en los restantes 
extremos la validez del contrato. 
4.4. El principio de presencia equilibrada en los Consejos 
de Administración 
Finalmente, y por lo que se refiere a las demás medidas esta-
blecidas referidas a la responsabilidad social de las empresas en 
materia de igualdad, no podemos dejar de mencionar el arto 75 , a 
través del cual se establece que las sociedades obligadas a presen-
tar cuenta de pérdidas y ganancias no abreviada, procurarán in-
cluir en su· Consejo de Administración un número de mujeres tal 
que permita alcanzar una presencia equilibrada de mujeres y 
hombres en un plazo de ocho años, a partir de la entrada en vigor 
de esta Ley. El precepto, seguramente conocido por todos, ya que 
ha sido otro de los que más polémica han levantado en la opinión 
pública, constituye a nuestro juicio una extralimitación sin justi-
ficación en la protección de la igualdad de mujeres y hombres. 
No existe ninguna razón fundada en los valores constitucionales 
para que todos los empresarios de nuestro país que hayan consti-
tuido o vayan a constituir una sociedad tengan obligatoriamente 
que formar un Consejo de Administración equilibrado, lo cual 
significa como sabemos que no podrá haber más del 60 % de un 
sexo, ni menos del 40 % del otro. Por lo demás, esta norma resulta 
completamente vacía, pues su incumplimiento carecerá de cual-
quier tipo de consecuencia; como ya sabemos, la ley carece de un 
verdadero régimen sancionador, y para este supuesto concreto 
tampoco contiene previsión específica alguna. 
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5. CONCLUSIÓN 
Tras este análisis de la novedosa Ley 3/2007 no podemos evi-
tar que nuestro juicio general sobre la misma sea negativo. Da la 
impresión de que nuestro legislador, viéndose en la necesidad de 
transponer una Directiva comunitaria -más moderada y lógica-, 
ha aprobado esta Ley más por oportunidad política y propagan-
dística que por necesidad o conveniencia jurídica. 
El resultado es una ley que, partiendo de un objetivo encomia-
ble, queda configurada por conjunto un bastísimo de medidas, al-
gunas de ellas llenas de palabras vaCÍas o declaraciones generales 
biensonantes, y otras inspiradas por un espíritu sobreprotector, nada 
compatible con los principios de un Estado democrático de Dere-
cho, que siempre llevan consigo el coste de la libertad. Ello es es-
pecialmente patente en el ámbito civil, donde el hasta hoy impe-
rio de los principios de autonomía de la voluntad y libertad de 
contratación no ha sido óbice para la tipificación de prohibiciones 
excesivamente generales y ambiguas, así como la introducción de 
medidas innecesarias, o cuanto menos dudosas tanto desde el pun-
to de vista de su idoneidad constitucional, como de su eficacia 
para los objetivos perseguidos. 
